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Sentencia T-145/17 

Una mujer de 70 años de edad, víctima de violencia intrafamiliar y de género, interpuso 

acción de tutela solicitando la protección de sus derechos fundamentales a la vida, a la 

dignidad humana, a la igualdad, a la protección reforzada como adulta mayor y mujer, a 

vivir una vida libre de violencias y a la administración de justicia.  

Por intermedio de su apoderado, solicitó a la Comisaría Octava de Familia de Kennedy de 

Bogotá, proferir medidas de protección a su favor, dada su condición de víctima de violencia 

intrafamiliar de tipo verbal, físico y psicológico por parte de su compañero permanente. 

Como fundamento de su solicitud manifestó que su compañero la ofende y maltrata verbal y 

psicológicamente (a ella y a sus hijos), la ultraja, la empuja, la amenaza de muerte, la persigue 

y vigila constantemente, y la amenaza con objetos cortopunzantes que permanecen en su 

poder o junto a su cama.  

El 12 de mayo de 2016, la Comisaría Octava de Familia Kennedy 3 de Bogotá, mediante 

providencia, adoptó medidas provisionales de protección a favor de la denunciante, 

consistentes en ordenar al ciudadano señalado abstenerse de agredir, coaccionar, 

amenazar o intimidar a su compañera permanente.  

El 13 de julio de 2016, el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá argumentó que la medida de 

protección en su integridad no resultaba equilibrada o proporcional para las partes, toda vez 

que en tratándose de dos personas de la tercera edad se deben garantizar los derechos 

fundamentales de ambos. 

El 25 de julio de 2016, la Sala de Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 

negó la acción de tutela, considerando que el Juez actuó dentro de la libertad de 

apreciación probatoria que la ley le otorga. 

Inconforme con la anterior decisión, la ciudadana denunciante, a través de su apoderado 

judicial, la impugnó.  

En este mismo sentido, manifestó que la violencia intrafamiliar causa daños irreparables en la 

familia, que “merece especial protección constitucional, pues es considerada institución 

básica y núcleo fundamental de la sociedad 

En este contexto, el Estado colombiano, en congruencia con los mandatos constitucionales y 

del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, ha adoptado un marco legal y 

jurisprudencial tendiente a la erradicación de la discriminación y de la violencia contra la 

mujer. De manera que, actualmente, una mujer víctima puede acudir ante diversas 

autoridades (en las especialidades familia, civil o penal) para obtener la protección 

constitucional de su derecho fundamental a vivir una vida libre de violencia. 
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Por lo anterior, solicita que se tutelen sus derechos fundamentales y en consecuencia se 

revoque la decisión proferida por el Juzgado Sexto (6°) de Familia de Bogotá y, en su lugar, se 

profiera una nueva decisión que confirme las medidas de protección expedidas por la 

Comisaría de Familia de Kennedy a su favor. 

Comprobación de los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra 

providencias judiciales. 

La Sala concluye que se cumplen los requisitos generales. En primer lugar, se trata de un asunto 

con relevancia constitucional, por cuanto se advierte que los presuntos errores en los que 

incurrió el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá, centrados en la indebida valoración 

probatoria, el desconocimiento del precedente constitucional y la violación a la Constitución. 

En segundo lugar, se constata que fueron agotados los medios ordinarios y extraordinarios de 

defensa judicial, en tanto la ciudadana accionante interpuso la acción de tutela contra la 

decisión proferida por el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá el 30 de junio de 2016. 

Para el Juez Sexto de Familia de Bogotá, la condición de adulto mayor del agresor le hacía 

inaplicable la medida. No obstante, olvidó el fallador que esa misma condición no le impidió 

al sancionado ejercer constantes y sistemáticos ataques violentos contra su compañera 

permanente e hijos, desconociendo los deberes de protección, solidaridad y ayuda mutua 

que le asistían frente a su familia 

En conclusión, la Sala considera que la ciudadana afectada, sufrió varios obstáculos para el 

acceso a la administración de justicia, debido a que los operadores judiciales (no solo la 

autoridad judicial accionada sino los jueces de tutela que conocieron la acción en primera y 

segunda instancia) no valoraron la gravedad e importancia de los hechos que denunciaba, 

ni las obligaciones que le asistían frente a la lucha contra la violencia de género. 

Al levantar la medida de desalojo se dejó desprotegida y en estado de vulnerabilidad a la 

accionante, pues se le obligó a seguir compartiendo vivienda con su agresor, quien, como se 

probó ante la Comisaría de Familia, constituye un peligro para su vida, salud e integridad 

personal. 

Por lo tanto se resuelve lo siguiente: 

Primero.- TUTELAR los Derechos fundamentales a la administración de justicia, a la vida digna, 

a la protección reforzada como mujer y adulta mayor de la señora denunciante en 

consecuencia REVOCAR las decisiones proferidas en primera instancia, por la Sala de Familia 

del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá el veinticinco (25) de julio de dos mil 

dieciséis (2016) y, en segunda instancia, por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de  
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Justicia el veintinueve (29) de agosto de dos mil dieciséis (2016), que negaron la acción de 

tutela promovida por ella contra el Juzgado Sexto (6º) de Familia de Bogotá. 

Segundo. DEJAR SIN EFECTOS la providencia proferida el treinta (30) de junio de dos mil 

dieciséis (2016) por el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá, mediante la cual se resolvió el 

recurso de apelación y el grado jurisdiccional de Consulta impetrado contra la decisión del 

ocho (08) de junio de dos mil dieciséis (2016) proferida por la Comisaría Octava de Familia 

Kennedy 3 de Bogotá en el proceso de violencia intrafamiliar seguido por la denunciante en 

contra del probable responsable. En su lugar, el Juez Sexto de Familia de Bogotá deberá 

proceder a emitir una nueva sentencia teniendo en cuenta las consideraciones expresadas 

en la parte considerativa de la presente providencia. 

Tercero.- ORDENAR, como medida de protección transitoria, mientras se profiere la sentencia,  

el desalojo del denunciado de la residencia que compartía con la accionante, conferir un 

término de 72 horas para cumplir la orden de desalojo.  

 Exigir al ciudadano señalado, su asistencia a tratamiento reeducativo terapéutico y 

psiquiátrico, a fin de manejar su agresividad y mejorar la comunicación con el entorno familiar; 

dar trámite al inicio del proceso de alimentos a favor del agresor por parte de sus hijos, ya que 

se trata de un adulto mayor; y, establecer que la pareja debe asistir a control por psicología. 

Cuarto.- PREVENIR a los Comisarios de familia, a los Jueces Civiles o Promiscuos Municipales y 

a los Jueces de Control de Garantías que deberán ceñir sus actuaciones en casos similares 

de violencia familiar y violencia basada en género de manera estricta a la Ley 294 de 1996, 

modificada por la Ley 575 de 2000, y a la Ley 1257 de 2008, con una perspectiva de género. 


